Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 9 y 34 minutos) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, que 
se encuentra abocada al estudio de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, 
Ejercicio 2011, da la bienvenida a los representantes del Colegio de Abogados. 


SEÑOR BRANDES.- Soy integrante del Directorio del Colegio de Abogados del Uruguay y vengo 
acompañado por los doctores Pérez Novaro y Bentancur, docentes de Derecho Tributario y Financiero, 
quienes además integran la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados del Uruguay. 


Les agradecemos por la oportunidad que le brindan al Colegio de presentar ante esta 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado una opinión técnica. Es una finalidad 
estatutaria del Colegio de Abogados del Uruguay la defensa irrestricta del Estado de Derecho. Cuando 
el Colegio de Abogados del Uruguay entiende que un proyecto de ley puede vulnerar derechos 
individuales protegidos por la Constitución, el principio de separación de Poderes o el régimen 
republicano de gobierno, es su obligación advertir sobre esos peligros. En el proyecto de Rendición de 
Cuentas hay cinco artículos -me refiero a los artículos 279, 280, 281, 285 y 287- que, a nuestro juicio, 
generan algunos de los peligros enunciados, y por eso pediría que hicieran uso de la palabra los dos 
especialistas, para que los comenten y adviertan sobre lo que hemos detectado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A los efectos de la claridad de versión taquigráfica, cabe señalar que ahora 
cambiaron los números -la Comisión está trabajando con el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes; ya hemos recibido a otras delegaciones que hicieron referencia a estas mismas 
disposiciones- y, por tanto, el que compete a quienes nos visitan es el artículo 285, que antes era 271. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- En el memorando que hemos entregado aludimos a algunos temas, 
precisamente para superar ese problema del número del artículo. 


El punto que se me ha asignado tiene que ver con la pretensión de la Administración de 
solicitar por sí el auxilio de la fuerza pública. Consideramos que esa facultad que pretende tener la 
Dirección General Impositiva afecta el principio de separación de Poderes y de funciones. ¿Por qué? 
Porque hoy ese auxilio de la fuerza pública es dispuesto por los órganos jurisdiccionales competentes - 
esto es, la Justicia Penal- cuando libran las órdenes de allanamiento, que siempre se han expedido en 
circunstancias excepcionales y puntuales de una inspección. Pero dar una facultad absolutamente 
genérica a un acreedor implica que la Dirección General Impositiva -no debemos olvidar que es un 
acreedor- será juez y parte. Además, es una parte acreedora que tendrá la posibilidad, de alguna 
forma, de presionar, coaccionar, etcétera, con el auxilio de la fuerza pública. Lo hará distrayendo a 
agentes de la seguridad -todos sabemos los problemas de seguridad que existen en estos momentos 
en el Uruguay- en procedimientos que son estrictamente ordinarios. No se debe olvidar que el 
procedimiento de comprobación de la existencia y cuantía de la obligación tributaria es de carácter 
ordinario, común, típico, por el que se realiza el combate a la evasión. 


Por lo tanto, diría que esa potestad ya existe, y si se otorgara esa autorización genérica, se le 
haría un verdadero dribbling o elusión a una facultad de control que hoy compete exclusivamente al 
Poder Judicial. Por ende, consideramos que es cuestionable desde el punto de vista jurídico y, 
también, del mérito o de la conveniencia. Esto nos lleva a sostener que esta facultad debería discutirse 
en un ámbito más adecuado desde el punto de vista del equilibrio de ambas partes en la relación 
jurídica tributaria y, por tanto, sugerimos que sea desglosada a los efectos de hacer un tratamiento 
conjunto con el estatuto del contribuyente -que es otra de las iniciativas que se han planteado ante el 
Poder Legislativo- permitiendo un análisis sereno y sin los apuros que tiene una ley de carácter 
presupuestal que, por otra parte, pese a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, tiene una 
vocación de duración más allá del período de Gobierno y vulnera o contraría el artículo 216, inciso 
segundo, de la Constitución de la República. 


SEÑOR BENTANCUR.- Buenos días. Agradezco a la Comisión por recibirnos. 


Me voy a referir a dos temas que nos preocupan y que están incluidos en el memorando 
aunque, obviamente, por lo que se puntualizaba recién, los artículos ya no tienen los mismos números 
a los que se alude. 


El primero tiene que ver con la infracción de contravención. El proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas incluye disposiciones que, respecto al ilícito de contravención, hacen básicamente dos cosas. 
En primer lugar, se recoge un criterio que la Dirección General Impositiva sostiene desde hace mucho 
tiempo, en virtud del cual cada documento o comprobante es visto como un ilícito de contravención 
independiente. En puridad, este criterio no tiene sustento en las normas que establecen la 
contravención. En casos puntuales algunos contribuyentes impugnaron, llevando el tema al Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, el que dictó sentencia a su favor, en el entendido de que en esos casos 
no había tantas contravenciones como documentos, sino un único ilícito de contravención. No 
olvidemos que la contravención es una infracción que la ley establece para sancionar el incumplimiento 
de deberes formales, no los documentos. Entonces, lo que parece reprochable en esta primera parte 
es que se considere infracción y se le dé el espaldarazo legal a un criterio que no se condice con lo 
que significa una contravención en nuestro sistema vigente y que, además, no tiene sentido, porque no 
se castigan los documentos, sino el incumplimiento de los deberes formales. 


Por otro lado, en estas disposiciones a las que hacía referencia, el proyecto endurece la 
sanción por contravención llevándola a guarismos que parecen desproporcionados, porque multiplica 
por 1.000 la multa máxima vigente dejando la multa por contravención en sumas que superarían los 

US$ 200.000. De esta manera estamos dando pie a que, legítimamente, la Administración 
imponga sanciones que en muchos casos serán más gravosas que las que castigan el incumplimiento 
del propio tributo o la propia defraudación, lo que no tiene sentido porque los deberes formales son 
importantes, pero no lo son tanto como para castigar en una forma más severa que el incumplimiento 
del propio tributo o a aquellos que han incurrido en defraudación. 


En resumen, tanto el agravamiento de la multa como el hecho de que cada comprobante o 
documento que transgreda el régimen general de documentación será considerado como una 
infracción, no nos parecen ajustados a Derecho y ni siquiera se justifican desde el punto de vista de la 
conveniencia. 


Asimismo, la iniciativa pretende reconocer o dar valor de ley a la práctica de la Dirección 
General Impositiva de solicitar información a los terceros vía resoluciones de carácter general, como 
ocurrió en el conocido caso de los colegios y de los clubes. Esta disposición legal pretende recoger o 
legitimar una práctica que en la jerga internacional se conoce como expediciones de pesca. Me refiero 
a la práctica según la cual el Estado recoge información de manera genérica e innominada que a priori 
no le es de mayor utilidad y que, además, no tiene valor probatorio porque no se obtiene frente a 
alguna actuación particular del contribuyente sino que, como expresé, se recoge en forma genérica. 
Estas prácticas son reprochables en todo el mundo porque el Estado tiene que actuar de buena fe 
frente a sus ciudadanos y no puede suponer a priori que hay algo ilícito u oculto y recoger esta 
información al barrer. Por eso estas prácticas se denominan expediciones de pesca. Es más; en el 
reciente proyecto de tratado firmado con Argentina -que todavía no ha sido sancionado- se recogen 
disposiciones en este sentido. Se le dice a Argentina que puede venir a pedir información, pero no al 
barrer, en forma genérica, sino por casos concretos que se estén investigando. Por eso nos parece 
reprochable la solución que se recoge en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


Queremos agregar que este conjunto de disposiciones que pretenden modificar el sistema 
tributario vigente se suman a otras que van desequilibrando la balanza o alterando el equilibrio que 
debe tener la relación entre el Fisco y los que por ley están obligados a contribuir con las necesidades 
del Estado. El Código Tributario, sancionado a raíz de una investigación y del proyecto que elaboraron 
destacados especialistas en el marco de un Programa de las Naciones Unidas, buscaba ese equilibrio. 
Ese Código reconoce una serie de prerrogativas de la Administración, que se suman a algunas de 
leyes posteriores como, por ejemplo, ingresar al domicilio de los contribuyentes, pedirles sus 
documentos e información y aplicarles sanciones en caso de incumplimiento. Incluso, leyes posteriores 
permitieron a la DGl suspender certificados de estar al día frente a ciertos incumplimientos de los 
contribuyentes. Con todas estas prerrogativas, la DGl ha expresado en diversos informes que la 
recaudación va en aumento y que la tasa de evasión ha bajado a guarismos históricamente no 
conocidos en nuestro país y en América Latina. 


En ese contexto, nos parece muy inconveniente que se le sigan dando estas potestades, que 
se recojan estos criterios administrativos y se les dé un espaldarazo legal en el marco de un proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas que, obviamente, agobia a los Legisladores por la importante 
investigación y análisis que deben realizar. Por ese motivo reiteramos que sería bueno desglosar y 
estudiar esta clase de disposiciones en forma más serena, y para ello el Colegio siempre va a estar a 
las órdenes y dispuesto a aportar el análisis técnico que pueda realizar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hace unos días recibimos la visita del Instituto Uruguayo de Estudios 
Tributarios, que nos hacía observaciones similares a las que ahora realiza la delegación. Obviamente 
que para los que no somos expertos en la materia tributaria este tema es muy difícil de abordar. Los 
representantes del Instituto planteaban el desglose de esta disposición. Quiere decir que sus 
observaciones no proponían la anulación del artículo sino su estudio. Creo entender que esa es la 
filosofía que ustedes están formulando. 


SEÑOR BRANDES.- Eso es correcto. Naturalmente, nosotros no venimos al Parlamento a decir lo que 
políticamente corresponde hacer, pero sí pedimos a los señores Senadores que se realice el análisis 
técnico correspondiente, pues se trata de normas que realmente inciden de forma muy fuerte en 
nuestro sistema y que vienen a engrosar una serie de prerrogativas que hoy tiene la Administración. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Tomando en cuenta el fenómeno de la evasión, debemos recordar que la 
propia DGl sostiene que estos niveles bajaron del 30% al 15% y que en este sentido estamos en el 
primer lugar de América Latina. Entonces, tenemos que preguntarnos por qué ocurrió esto. ¿La 
acumulación de facultades llevó a la baja de la evasión? Fui funcionario de la Dirección General 
Impositiva y puedo asegurar que la rebaja de la evasión se produjo a partir de la dedicación completa 
de los funcionarios, que pasaron a cumplir una jornada de ocho horas. Cuando era funcionario debía 
cumplir un turno de dos horas, pero hoy tenemos funcionarios que trabajan a tiempo completo y que 
realizan un número muy importante de inspecciones. Precisamente, la comprobación que efectúan las 
inspecciones reduce la evasión. Vivimos en un pueblo chico y aquí todo el mundo sabe todo, inclusive 
los empresarios, razón por la cual se han ajustado. La reducción no obedece solamente a las 
facultades exorbitantes que tiene el organismo; muchas de estas facultades nunca se usaron o, dicho 
de otro modo, nunca se usan. Por lo tanto, creo que hay que insistir en esos aspectos: la comprobación 
y la inspección. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiere decir que, desde su punto de vista, eso estaría más relacionado con 
aquella reestructura que se hizo de toda la DGl como organismo, y que redundó en su eficiencia -esto 
es muy notorio en la planilla que la DGI lleva para el IVA- y no tanto en las facultades. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO..- Exactamente, señora Senadora. 


Tengamos en cuenta que hoy hay más o menos cincuenta equipos inspectivos; entonces, si 
destinamos un policía a cada uno, lo único que vamos a lograr es sacar a cincuenta o a sesenta 
policías de las tareas que les son inherentes en desmedro de otras garantías que el Estado tiene que 
brindar en materia de seguridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece a los doctores Brandes, Pérez Novaro y Bentancur 
su participación. Ha sido muy valiosa la exposición que hicieron en el día de hoy y será tomada en 
cuenta debidamente cuando analicemos los artículos a los que ustedes han hecho referencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados del Uruguay) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Funcionarios del Sodre) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado tiene el gusto de recibir en la mañana de hoy a los integrantes de la Asociación de 
Funcionarios del Sodre, los señores Saavedra, Púa y Sandín. 


SEÑOR SAAVEDRA.- Soy integrante de la Mesa de Afusodre y miembro de la Orquesta Sinfónica del 
Sodre. 


Agradecemos a los miembros de esta Subcomisión que nos reciban. Queríamos plantearles 
que estamos muy preocupados porque estamos frente a un proyecto en el que, como idea, se planteó 
la posibilidad de que fueran contemplados distintos sindicatos a los que allí se hace referencia. Hemos 
estado en la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Representantes y hoy se nos ha 
concedido esta audiencia, pero no hemos tenido otra instancia de diálogo. Pues bien, aunque se 
consultó a algún miembro de la Mesa del sindicato, no ha habido ninguna resolución respecto a que 
nosotros le hayamos dado el visto bueno al proyecto. 


También nos preocupan los tiempos, porque pasó un mes y medio desde la última reunión y 
no ha habido ninguna mesa de diálogo en la que se pudieran exponer las distintas posiciones. 


Nosotros venimos afrontando una situación muy difícil. A pesar de que hoy, después de 
cuarenta años, contamos con una nueva sala, el resto del Sodre sigue atravesando enormes 
dificultades porque hay más de 300 compañeros de distintos lugares -como la radio, la administración y 
los cuerpos estables- que están trabajando en forma precaria: son contratados. La Orquesta Sinfónica 
tiene una plantilla de 96 profesores, de los cuales solo 38 quedamos -también es mi caso- como 
músicos efectivos y el resto son extras. Si bien se les toma una prueba para que participen en la 
Orquesta, eso no es un concurso y, por lo tanto, las responsabilidades son otras. Esa modalidad ha 
quedado institucionalizada y, por ello, hemos reiterado la necesidad de que se hagan concursos, como 
sucede en cualquier orquesta seria del mundo. En este sentido, debo informar que, en principio, se 
realiza un concurso a nivel nacional y luego, en caso de que los concursantes no lleguen al nivel 
deseado, se procede a un llamado a concurso exterior. Eso permite tener una orquesta seria y que 
cuando en las temporadas lleguen diferentes maestros de todas partes del mundo -como sucede con el 
Sodre- se encuentren con una orquesta de nivel, como la nuestra, que hoy mantenemos gracias a un 
trabajo que realizamos en el ámbito interno y que, por supuesto, no se ve reflejado en el salario. 


El Coro se encuentra en una situación similar. Su plantilla está constituida por un gran número 
de extras: 40. De sus 90 integrantes, solo 50 son estables. 


Esta situación nos preocupa porque ya en la Rendición de Cuentas pasada se nos planteó 
que la solución que se tenía para el Sodre era el fideicomiso; fideicomiso que al día de hoy es una 
incógnita. Tampoco sabemos cuáles van a ser los beneficios económicos, en qué mejorará nuestro 
salario. 


Por lo expuesto, nos gustaría tener una mesa de diálogo un poco más extensa a efectos de 
dar a conocer cuáles son las ideas y aportes que los trabajadores del Sodre -en mi caso, hace 34 años 
que trabajo allí; por tanto, en algo conocemos a la institución- podemos hacer para lograr un mejor 
funcionamiento. 


SEÑOR SANDÍN.- Muy buenos días. Quien habla es representante de las radios del instituto. 


Queremos manifestar nuestra preocupación por este proyecto de separación y 
desmembramiento de este organismo, que se creó en el año 1929 a punto de partida de las radios. En 
este momento en la radio somos más de 200 personas, de las que solamente 74 son funcionarios 
presupuestados, los demás tienen contratos especiales, de diferente índole. Y aprovecho aquí para 
decir que en algunas ocasiones, por problemas administrativos -por ejemplo, la falta de algunas firmas 
de integrantes del Consejo Directivo- los contratados no cobraron en fecha -era como si no tuvieran 
contrato- y, por lo tanto, quedaron sin cobertura médica. 


Por otro lado, sabemos que en función de una irregularidad que se produjo entre los años 
2005 y 2006 -hace más de seis años- en la radio se ha estado trabajando con una estructura 
totalmente ¡legal, creada sin que el tema haya pasado por el Poder Ejecutivo. Hace alrededor de cuatro 
o cinco días nos enteramos de que se elevó a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto una especie 
de reestructura que no fue acordada con los funcionarios, por lo que no tenemos claro cuál es su 
contenido. 


Asimismo, sabemos que una vez que se ponga en funcionamiento el nuevo instituto 
tendremos posibilidades de diálogo. Nosotros queremos tener instancias de diálogo; queremos que se 
escuche nuestra opinión. La mayoría de los funcionarios del Sodre llevamos trabajando allí más de 30 
años -quien habla tiene 40 años de servicio-; por lo tanto, podemos afirmar que conocemos el métier. 


Reitero que necesitamos tener voz en esa nueva estructura. No obstante ello, nos queda 
claro que este va a ser otro intento -como ha habido otros en oportunidades anteriores- que no servirá 
ni funcionará. El Sodre debe funcionar en su conjunto con sus cuerpos estables, con la televisión y la 
radio, y no ir desmembrándose poco a poco, como ha estado sucediendo en estos años. Por lo tanto, 
solicitamos específicamente que antes de considerar y votar este proyecto de ley, podamos tener la 
posibilidad de discutirlo y aportar las ideas que tenemos. 


SEÑOR PÚA.- En los repartidos que hicimos llegar a la Mesa presentamos un proyecto que fue 
acordado en primera instancia con la doctora Adela Reta y posteriormente con la doctora Nelly Goitiño. 
Me estoy refiriendo, entonces, a algo con lo que estuvimos de acuerdo. Ese proyecto integra lo que ha 
sido el Sodre y lo que creemos que hoy debe ser, incluyendo -por supuesto- la televisión y la radio. 
Pensamos que lo que hoy se establece por este artículo 176 es un nuevo intento de desmantelamiento 
del Sodre. Somos de los que creemos que no solamente hay que hacer cultura, sino que también hay 
que trasmitírsela a la gente; pero si no tenemos los medios de comunicación para hacerlo, la cultura 
queda solo dentro del teatro y para un máximo de siete mil personas en la temporada, que son las que 
van a ver una obra o una función de ballet. Eso no es lo que queremos; lo que queremos es llegar a 
todo el pueblo uruguayo, que ha gastado una millonada de dólares en la construcción del teatro. 
Queremos hacer cultura y que llegue a la gente. Desmembrando el Sodre -como se hizo cuando se 
separó el canal, o como hoy se intenta hacer al separar la radio- no es como llegaremos a la gente. 
Así, vamos a encerrar la cultura entre cuatro paredes, solo donde está el teatro; vamos a hacer 
cultura, pero no llegará al público. 


Nosotros tenemos un proyecto de ley -acabamos de entregarlo y queremos que lo estudien- 
que consideramos es mucho mejor que el que se ha presentado, porque contempla todo. Inclusive, 
algo del proyecto de ley presentado por el Ministerio de Educación y Cultura fue tomado del nuestro; en 
particular, lo que refiere a la composición del Consejo Directivo de la nueva unidad ejecutora. Creemos 
que así debería ser, pero para el Sodre y no para un nuevo instituto. 


SEÑOR SAAVEDRA.- Quisiera complementar lo dicho por los compañeros. 


Tenemos una orquesta de primer nivel, una sala con una capacidad para dos mil personas y 
creemos que habría que darle la posibilidad al resto del país -por ejemplo, vecinos de Salto o Artigas- 
de asistir y escuchar un concierto, por lo menos una vez a la semana. En este momento, quien vive 
tan lejos no tiene la posibilidad de llegar tan fácilmente a Montevideo para escuchar un concierto un 
sábado, pero sí podría verlo por la televisión. Es más, creo que esta sería una forma para que nosotros 
podamos recaudar, de pronto, a través de un tipo de abono que permita que el resultante sea volcado 
hacia el propio Sodre y de esa forma contar con una nueva fuente de recursos. Recursos hay, pero hoy 
se está hablando de un fideicomiso, aunque todos sabemos que es una forma de eludir al Estado y una 
serie de controles. No nos parece que la solución esté por ese lado. Desde el año pasado se nos viene 
hablando del fideicomiso, pero para nosotros es una incógnita. No sabemos realmente qué soluciones 
económicas nos va a traer el fideicomiso. En la Orquesta, los sueldos mayores no superan los $ 
25.000 y tenemos full time, que refiere a la exigencia de cumplir cuando somos llamados a trabajar 
sábados o domingos y repetir funciones, pero que solo representa $ 1.700 por toda tarea. En su 
momento, los sueldos de la Orquesta fueron equiparados con los de los Legisladores, pero hoy 
estamos lejos de eso. Incluso, en la propia sala hay sueldos de $ 35.000 a $ 70.000 -de gerencias y de 
no sé qué- que se contraponen con la figuras que allí actúan, como el Coro o la Orquesta, que tienen 
los salarios que mencioné. Esos son algunos ejemplos que tendríamos que poner arriba de la mesa 
para discutir, porque nos dicen que hay un fideicomiso pero, repito, eso es una incógnita. No sabemos 
qué es lo que puede aportar a los profesores de la Orquesta. Es un tema que nos preocupa. 


En realidad, soy trombonista y no estoy acostumbrado a disertar y, por ello, puedo tener una 
cantidad de ideas escritas, pero a la hora de trasladarlas a los Senadores para que las puedan 
entender, quizás no sea lo suficientemente claro. En síntesis, solicitamos abrir un compás de espera y 
no que se vote a tapa cerrada. El señor Álvarez la plantea como una idea, pero cuando la desarrolla ya 
no es una idea, sino casi una imposición; parece grueso decirlo, pero es casi dictatorial porque es esto 
o nada. Creemos que tenemos la suficiente antigúedad en el instituto como para poder, por lo menos, 
ser escuchados y que puede haber otros caminos para solucionar estos temas e, incluso, mejorar 
nuestra situación económica. 


Confieso que nos impresionó mucho que se nos dijera que contábamos solamente con 
quince minutos, porque parte de nuestra vida está pasando por acá y es difícil que esto se resuelva o 
que se entienda cuál es nuestra situación en ese pequeño lapso de tiempo. Eso es lo que sentimos. 


Nosotros valoramos que en otros órdenes del Estado se pueda ayudar cuando suceden 
cosas que no tendrían que pasar, como es el caso de Ancap. Me refiero a cuando compramos petróleo 
a otro país a un precio barato, lo procesamos y lo vendemos como si se tratara de un producto de 
primera necesidad, pero después nos endeudamos con el país que nos vende y el Estado debe poner 
800 millones. Entonces, en lo que tiene que ver con la cultura y volviendo a lo que nos atañe, no nos 
parece que sea lo indicado decir que esto es un gasto y pensar que ayudar a la cultura es una escoria. 
Todos nosotros, los compañeros, los técnicos de radio y todas las personas que tienen que ver con 
esta infraestructura, hemos dejado la vida en ella y sabemos lo que es el Sodre. Lamentablemente, no 
dirigimos el Sodre -solo somos sus trabajadores- pero necesitamos ser escuchados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los hemos escuchado y ustedes han entregado un material que será 
analizado oportunamente por parte de la Comisión. Estamos a las órdenes para volverlos a escuchar 
cuando ustedes lo entiendan pertinente. Como es sabido, dentro de la órbita del Senado funciona la 
Comisión de Educación y Cultura que, justamente, analiza estos temas y en varias oportunidades nos 
hemos reunido con autoridades y trabajadores del Sodre. Por tanto, reiteramos nuestra disposición a 
hacerlo cuando ustedes entiendan oportuno. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hace unos días los trabajadores de Canal 5 me entregaron un proyecto y 
en ese sentido quisiera saber si ustedes han hablado con ellos. Ocurre que en el proyecto que ustedes 
nos entregan el Canal está incorporado, pero el de sus trabajadores es diferente. Aclaro que en la 
Comisión aún no nos hemos reunido con el Ministerio de Educación y Cultura, pero cuando lo hagamos 
quisiera que tuviéramos claro si este proyecto que ustedes plantean incluye también el acuerdo de los 
funcionarios de Canal 5. 


SEÑOR SOLARI.- Es un gusto recibir a la delegación de los trabajadores del Sodre, tal como nos 
sucede con las otras delegaciones, pero este caso es muy particular en virtud de que contribuyen - 
como bien lo expresan ellos mismos- a una parte muy importante de la cultura del país. 


Mi pregunta específica es si a vuestro juicio una de las cuatro radiodifusoras que opera el 
Sodre en este momento y que tenga una mayor audiencia, medida por algún tipo de rating o por su 
cobertura a nivel nacional, podría ser exceptuada de esta disposición y, por tanto, mantenida dentro de 
un organismo que se encargara de la radiodifusión, siguiendo una tradición en el país que tiene 
muchos decenios y de la cual mi familia ha formado parte. 


SEÑOR PÚA.- Contestando en primer lugar a la pregunta que formulaba la señora Senadora, quiero 
decir que el proyecto que nosotros presentamos fue el primero que discutimos con la doctora Adela 
Reta y con la doctora Nelly Goitiño. La diferencia que había entre uno y otro era la televisión, pues 
mientras la doctora Reta se mantuvo al frente de la institución, la televisión estaba en el Sodre; en 
cambio, con la doctora Goitiño ya no existía la televisión dentro del Sodre. En cuanto a si hablamos con 
los compañeros de Canal 5, la respuesta es no. El proyecto que nosotros presentamos es el ideal que 
creemos debe tener el Sodre; es lo que nosotros pensamos como Sodre, como instituto multimedios 
para llevar la cultura a todos los rincones del país. El problema no es si discutimos o no con los 
compañeros del canal, con los que podemos estar de acuerdo o no sobre este punto. Reitero que el 
proyecto que presentamos es lo que consideramos ideal para el Sodre. 


Con respecto a la pregunta del señor Senador, en estos días se nos ha dicho que la emisora 
CX 6 podría quedar incluida dentro del Sodre; ese sería un paliativo. Si en el peor de los casos se 


hiciera la separación, nos quedaríamos más conformes si una radio queda dentro del Sodre porque 
tendríamos un medio para difundir la cultura, que es lo que nosotros pretendemos. De todas formas, 
planteamos un Sodre distinto, con cultura, conocimientos, informativos, es decir, con todo lo que se 
tiene que divulgar. Nosotros lo vemos como un medio global. Si me dicen que se va a votar el artículo 
que está a consideración del Senado, en el peor de los casos prefiero que la emisora CX 6 quede 
dentro del Sodre. 


SEÑOR SOLARI.- Es un mal menor. 


SEÑOR PÚA.- Como en el desmantelamiento que se está haciendo del Sodre se sacó el canal, sería 
un paliativo que nos dieran una señal digital. Pueden desmantelar al Sodre, pero como parche agregar 
una radio o un canal. 


SEÑOR SANDÍN.- Actualmente el Sodre cuenta con cuatro emisoras dentro de Montevideo, pero 
tenemos una gran cantidad de repetidoras en el interior del país. 


Tengo entendido que en los últimos tiempos no ha habido una medición de audiencia, pero 
tiene que quedar claro que la emisora CX6 de Montevideo fue la creadora del Sodre en el año 1929. 


SEÑOR SAAVEDRA.- Nosotros tuvimos conocimiento del trascendido de que había un acuerdo para 
que quedara una radio en el Sodre. Nos sorprendió una nota publicada en La Diaria la semana pasada 
en la cual el señor Pablo Álvarez desmintió ese acuerdo y dijo que había hablado con el Presidente 
Butazzoni y confirmaba que las radios iban todas en el paquete. Cuando surgió ese trascendido nos 
pareció que había un aire diferente; incluso, pensamos que si se abría el proyecto y se separaba una 
parte, quizás podríamos negociar algunas de las cosas que estamos planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos ha quedado clara su exposición. Agradecemos su comparecencia y, si es 
necesario, volveremos a consultarlos. Reitero que la Comisión de Educación y Cultura del Senado está 
a sus órdenes. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Sodre) 


(Ingresa a Sala una delegación de Funcionarios del Poder Judicial 
con cargo de Procurador y título de abogado de la 
Defensoría Pública en lo Penal) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado de la República tiene el agrado de recibir a los representantes de los Funcionarios del Poder 
Judicial con cargo de Procurador y título de abogado de la Defensoría Pública en lo Penal. 


SEÑOR MAYAYO.- Buenos días. Antes que nada quiero decir que soy abogado y ocupo el cargo de 
Procurador en la Defensoría de Oficio en lo Penal de Montevideo. Junto con los compañeros que me 
acompañan y otros que no están aquí presentes, nos desempeñamos en esa Defensoría, en 
promedio, desde hace treinta años. Además, desde el año 1981 estamos realizando tareas que van 
más allá de nuestro cargo de Procurador, es decir, nos desempeñamos como Defensores por la 
demanda de trabajo que tiene la Defensoría, dado que debemos asistir a las audiencias que se llevan 
a cabo en los Juzgados de Turno una semana al mes. Esto implica que trabajemos los días feriados, 
sábados, domingos y ferias judiciales -en enero y en julio- en forma continua. 


Si bien estas tareas no corresponden a nuestro cargo, las hemos desempeñado con mucho 
afán y cariño. Todos empezamos desde muy jóvenes, siendo estudiantes; nos formamos, nos 
recibimos y nuestra aspiración siempre fue culminar nuestra carrera como Defensores. 


Muchas veces hemos hecho este planteo a la Suprema Corte de Justicia, pero nos proponían 
ir al interior y nosotros ya habíamos formado una familia y ejercíamos nuestra profesión aquí, por lo 
que no nos servía esa opción. De cualquier manera, continuamos cumpliendo nuestras tareas en la 
Defensoría. 


En el año 2005 se aprobó una ley por la que se estableció que para llenar vacantes de 
Defensor se priorizaba el hecho de ser Procurador. Pero nunca se pudo cumplir con lo que era el 
espíritu de la ley porque se insistía en que nos trasladáramos al interior y, como dije, nosotros ya 
llevábamos muchos años ejerciendo nuestra profesión y teníamos una familia radicada aquí. De 
cualquier manera, hay antecedentes de otros compañeros cuyos cargos de administrativos se 
transformaron y pasaron a ser Defensores Adjuntos. En la Rendición de Cuentas pasada esos cargos 
se transformaron en Defensores de Oficio. 


Podemos citar el caso que los señores Senadores conocen del Presidente de la Asociación de 
Defensores, doctor Luis Ferrari -que vino aquí-; pese a que ellos ahora dicen que nunca avalaron las 
transformaciones, reitero, el cargo de su propio Presidente fue transformado. 


No nos consideramos privilegiados ni pretendemos que se nos favorezca de ninguna forma; 
simplemente decimos que la Suprema Corte de Justicia a esta altura -somos funcionarios desde hace 
muchos años- reconoce nuestra situación y que estuvimos cumpliendo tareas más allá de nuestros 
cargos, y por eso quiere transformarlos. Aclaro que no hemos venido a pedir cargos, a debilitar o a 
entorpecer nada ni a estar por encima del derecho de nadie; simplemente estamos hablando de un 
reconocimiento que nos hace la Suprema Corte de Justicia por nuestra tarea. 


En cuanto al costo de lo que proponemos, es mínimo. Como se trata de una transformación 
de cargo, la diferencia a pagar entre nuestro cargo y el de Defensor de Oficio equivale a nombrar dos 
Defensores de Oficio. O sea que estamos hablando de un costo mínimo y creo que la Suprema Corte 
de Justicia así lo detalló en el artículo 22 de su Mensaje. 


SEÑORA RIZZI.- Quisiera hacer un breve resumen de lo que expuso el doctor Mayayo diciendo que la 
Suprema Corte de Justicia solicitó la transformación de nuestro cargo porque, de hecho, somos 
Defensores ejerciendo la Defensoría Penal por la imperiosa necesidad de los indagados que, en su 
mayoría, son asistidos por nuestra defensa. 


Somos funcionarios judiciales desde hace más de treinta años y ha habido casos similares al 
nuestro. Me refiero a administrativos con título de abogado, a quienes se les transformó el cargo en 
Procurador, al tiempo que a otros que estaban en la Defensoría Penal y también eran administrativos 
con título de abogado se les transformaron sus cargos en Defensor Adjunto y, en el año 2010, estos a 
su vez se transformaron en cargos de Defensor de Oficio. Lo que la Suprema Corte de Justicia está 
solicitando ahora no es nada diferente, máxime teniendo en cuenta que nosotros ya estamos 
desempeñando estas tareas de hecho y, por motivos presupuestales, no se nos está pagando en forma 
similar al cargo de Defensor de Oficio. La posibilidad de que podamos optar por ser part time o full 
time es un derecho adquirido porque ya trabajábamos en la Defensoría cuando se convirtió en una 
obligación ser full time. Por esa razón podríamos acceder a ese cargo siendo part time y no 
perderíamos el derecho de jubilarnos; de lo contrario, nuestros aportes se perderían y en el futuro no 
accederíamos al derecho jubilatorio. De la misma manera, esto implica que la erogación del Estado 
será menor. 


Por último, queremos señalar que los cargos ya están creados y en el proyecto se solicita la 
diferencia de costo y no el costo total. Para el Estado sería mucho más costoso crear los ocho cargos 
que pagarles la diferencia a funcionarios que ya están cumpliendo la tarea. La Suprema Corte de 
Justicia apoyó nuestra solicitud y reconoció la lealtad con que estos funcionarios han desempeñado su 
cargo en la defensa de las personas que se acercan a la Defensoría. 


SEÑORA SILVA.- Posiblemente no se pueda apreciar cómo se gestó esta situación en la Defensoría; 
por eso creemos que es ilustrativo que comuniquemos a esta Comisión el porqué de la situación 
inveterada que hoy se registra. 


En el año 1981 entra en vigencia el actual Código del Proceso Penal; no las eventuales 
reformas que se han propuesto. Dicho Código supuso la necesidad, por primera vez, de la presencia 


efectiva en la audiencia del Defensor de Oficio cuando se requería el procesamiento de un indagado, 
algo que evidentemente no sucedía antes, cuando el proceso era totalmente escrito. Inevitablemente, 
el Defensor de Turno no podía cumplir todas las necesidades del servicio. De hecho, muchos 
funcionarios de la Defensoría que teníamos cargo de Procurador pasamos a apoyar esa tarea. Aclaro 
que quedamos unos pocos; varios funcionarios ya no están porque se han jubilado o cumplen tareas 
en otras oficinas. En lo personal, me recibí en el año 1982 y, desde entonces, estoy prestando esta 
tarea de apoyo con muchos compañeros que fueron y vinieron, más los que hoy revistamos en el cargo 
de Procurador. Como señalaban los colegas, esa situación de hecho determinó, por una imperiosa 
necesidad práctica, que una tarea que no contaba con recursos suficientes -entonces eran 
escasos y hoy también lo son- se cubriera mediante el apoyo de quienes teníamos el título académico 
habilitante pero no estábamos en el cargo presupuestal adecuado; incluso, en aquel entonces esa 
tarea de apoyo la llevaron adelante colegas abogados con cargo de administrativo. Eso explica por 
qué, con el correr de los años, estos colegas vieron transformados su cargo de administrativo, primero, 
en Defensor Adjunto y, luego, en Defensor. Esa transformación alcanzó solamente a cargos 
administrativos, no a quienes en ese momento ya teníamos cargos técnicos de Procurador. Con el 
paso de los años, quienes en aquel entonces teníamos veinte años y estábamos recién recibidos, con 
el entusiasmo del inicio, continuamos nuestra vida, hicimos nuestros acopios personales y 
profesionales, y seguimos con esa tarea que no nos distorsionó la vida y, al mismo tiempo, fue útil para 
la Corte y los servicios que necesariamente debía cumplir la Defensoría Penal. De esa forma llegamos 
al día de hoy en estas circunstancias. Una sencilla cuenta demuestra que desde el año 1982 han 
transcurrido unos cuantos años. En esta secuencia, varios colegas han ido y venido, por lo que la 
plantilla ha cambiado y, en la práctica, la transformación que hoy se propone alcanza a ocho personas. 
Por el costo que se explica en el Anexo, si comparamos las retribuciones actuales entre nuestro cargo 
y el que tendríamos de transformarse, vemos que la diferencia es solo del 25%. Por eso se decía que 
ocho cargos sumados supondrían ocho puestos más de trabajo efectivo como Defensor, pero a un 
costo equivalente al de creación desde cero de solo dos cargos nuevos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No logré entender el tema jubilatorio que planteó la doctora. ¿Por qué se 
perderían los aportes? 


SEÑORA RIZZI.- Para poder jubilarnos debemos tener determinada cantidad de años de aportes y, si 
no llegamos a los treinta años de aportes o quince a los 70 años para jubilarnos por edad avanzada, 
esos aportes se pierden y no podemos jubilarnos como abogados. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Estaríamos hablando de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios? 


SEÑORA RIZZI.- Sí; hablamos del aporte que estamos realizando como profesionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si ustedes ingresarían al cargo de Defensores de Oficio part 
time. 


SEÑORA RIZZI.- La Suprema Corte de Justicia propone la opción part time porque era así cuando 
estábamos ocupando los cargos en la Defensoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, agradecemos la información brindada, que será 
analizada por la Comisión cuando llegue el momento de estudiar el Mensaje del Poder Judicial. Los 
mantendremos informados y quedamos a sus órdenes. 


(Se retiran de Sala los Funcionarios del Poder Judicial con cargo de Procurador y título de abogado de 
la Defensoría Pública en lo Penal) 


(Ingresan a Sala representantes del proyecto Gurisaes) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene 
el gusto de recibir a la señora María de los Ángeles Sambrán y al señor José Gereda en 
representación del proyecto Gurisaes, de la asociación civil Pequeña Obra de la Divina Providencia, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GEREDA.- Buenos días. Venimos a presentar la filial del proyecto Gurisaes de la asociación 
civil Pequeña Obra de la Divina Providencia. Haremos una breve introducción y luego una descripción 
de las tareas que hacemos. 


En 1989 un grupo de personas de la zona del mercado agrícola, que queda cerca del Palacio 
Legislativo, de General Flores y de la Facultad de Medicina, empezamos a ver que había una cantidad 
de problemáticas asociadas a la pobreza y a la delincuencia. Hablamos de la zona de los tumanes y 
del Liceo N* 29, que actualmente tiene cierta problemática. Decidimos organizarnos para atender la 
demanda de manera informal y nos vinculamos a la Obra Don Orione, que nos prestó un gimnasio en 
la zona. Así comenzamos a trabajar, básicamente con actividades deportivas, tratando de juntar a los 
jóvenes y a los niños y, además, les brindamos un merendero. Más que nada apuntamos a atender la 
demanda con actividades recreativas. 


Con el correr de los años el proyecto se fue afirmando más y en el año 1998 la asociación 
civil formalizó las actividades y decidió fundar el proyecto Gurisaes como una filial dentro de la 
asociación civil. A partir de ese momento y hasta ahora, el objetivo del proyecto Gurisaes ha sido 
brindar una atención integral a menores en situación de pobreza y vulnerabilidad. Abarca a niños y 
jóvenes de 4 a 18 años, a quienes se les ofrece un programa con actividades formativas de educación 
informal, de apoyo a la educación formal y, a su vez, actividades recreativas. Funciona en dos 
modalidades: club de niños y centro juvenil. El club de niños funciona en dos horarios: de 8 a 12 y de 
13 a 17 horas, contra horario escolar. Luego tenemos el centro juvenil, que funciona en horario 
nocturno, de 18 a 22 horas. 


Todas las modalidades están cubiertas por un programa alimenticio, que comprende todas 
las comidas, esto es, desayuno, almuerzo, merienda y cena. Dependiendo del turno al que concurran 
los niños o adolescentes, es el tipo de actividad que se les brinda y desarrollan. 


Como dije, en todos los casos el proyecto pretende cubrir las necesidades de esos menores 
que están en situación de pobreza y vulnerabilidad. 


SEÑORA SAMBRÁN..- Antes que nada, aclaro que soy la Directora del proyecto Gurisaes, de la Obra 
Don Orione, tanto del club de niños como del centro juvenil. 


Deseo puntualizar que solo contamos con los recursos provenientes del convenio celebrado 
con el INAUÚ. Pretendemos hacer en el tiempo un proceso de seguimiento tal que impacte en el barrio, 
hecho que hemos podido comprobar a lo largo de este período de inserción de nuestra institución en 
ese medio. Somos referentes tanto de las familias, como del Centro Comunal Zonal 3 y de otras 
instituciones educativas que funcionan a ese nivel. 


Hemos tenido logros muy importantes a nivel de la inserción laboral de nuestros gurises y en 
el tema educativo. Son los dos pilares que trabajamos fuertemente, porque no queremos permitir que 
queden fuera del sistema formal, sino que cumplan y aspiren a cursar carreras; ya tenemos algunos 
gurises en cuarto y en quinto año. 


Como no todos tienen la capacidad para poder afrontar el desafío de lo educativo formal, 
hacemos otra apuesta importante y de calidad a través de talleres de capacitación laboral en 
gastronomía, confitería, panadería y panificación, así como en carpintería en madera y en yeso. En 
esos talleres hemos depositado muchas de nuestras energías y mantenemos contacto con la hotelería 
y restaurantes, de modo que cuando nuestros gurises cumplan 18 años, tengan una salida laboral 
porque, en nuestro concepto, eso es lo que dignifica. Esto implica un costo importante, porque a los 


talleres no traen absolutamente nada del material que se precisa para la elaboración de los productos, 
pero se los llevan luego de preparados. Es parte de lo que consideramos un aliento porque en sus 
casas muestran a sus familias algo hecho por ellos, tanto las comidas que se realizan, como los 
muebles, bancos, estanterías que confeccionan con las maderas y la maquinaria de nuestra institución. 
También hacemos servicio de catering. 


En el correr del tiempo hemos visto que toda esa actividad ha creado en ellos una conciencia 
social, de integración y de dignidad. Cuando comenzamos nuestras actividades, se nos acusaba de 
que trabajábamos con hijos de malandros, en una apuesta que apañaba esa situación. Nuestra 
institución nunca se ha dedicado a apañar nada sino que, por el contrario, nuestra labor junto con la de 
otras instituciones que toman con seriedad el tema de trabajar por la inserción laboral y la ciudadanía 
es, precisamente, crear ciudadanía e integración, luchar por la marginalidad que, tanto en ellos como 
desde las instituciones educativas, se tenía contra nuestros gurises por vivir en la zona en donde 
residen. 


Realmente estamos satisfechos y, por supuesto, los tiempos que vivimos nos desafían a ir por 
más. Nuestras puertas están abiertas no solo para los gurises del barrio, sino también para los de otros 
lugares y asentamientos, que ya concurren a nuestra institución, lo que indica que estamos recorriendo 
el camino correcto. Brindamos a los que concurren a nuestra institución capacitaciones laborales para 
que tengan todos los recursos. Hemos intentado insertarlos en la UTU para encaminarlos en algún 
oficio, pero no han podido sostenerlo por falta de recursos económicos. Queremos salir al paso de esa 
situación y dar a esos gurises la posibilidad de que con su trabajo y dignidad sean ciudadanos de bien. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Cuál es el costo operativo del proyecto? 


SEÑORA SAMBRÁN.- Nosotros recibimos 12 partidas del INAU. El club de niños atiende a 116 niños y 
recibe actualmente $ 344.000, y el centro juvenil atiende a 54 adolescentes y recibe una partida de $ 
171.000. Con estas partidas tenemos que cubrir todos los gastos de salarios, alimentación, insumos, 
UTE, OSE y mantenimiento estructural. Nuestra institución ocupa una parcela importante, que es de 
alrededor de media manzana. 


SEÑOR GEREDA.- Se incluye en el lugar un gimnasio y los talleres, que ocupan un lugar importante. 
En el segundo piso hay un salón techado para usos múltiples, que se utiliza para actividades 
recreativas, taller de música, etcétera. Se trata de una estructura bastante importante a la que 
debemos agregar el comedor -que permite brindar alimentos a todos- y una cocina de carácter 
semiindustrial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera plantar algunas preguntas. 
En primer lugar: ¿cuántos niños y adolescentes atiende el proyecto Gurisaes? 


En segundo término: ¿ustedes reciben únicamente ayuda del Estado a través del INAU? La 
señora Directora se refería a las partidas que se asignaban al club de niños y al centro juvenil. 


Por último: ¿su presencia en la Comisión es para que incluyamos a esta institución dentro del 
inciso correspondiente a subsidios y subvenciones? Francamente, no me queda claro cómo desde aquí 
podemos ayudar a este proyecto. 


SEÑORA SAMBRÁN.- Como se dijo, el club de niños atiende a 116 niños y el centro juvenil a 54 
adolescentes. Recibimos solamente la partida del INAU porque consideramos que no tenemos por qué 
hacer convenios con otras instituciones. Además, decidimos mantener el mismo número de niños, 
adolescentes y familias porque no podemos abarcar más, ya que no podríamos hacer el seguimiento 
adecuado que esto amerita. 


El costo mayor que supone sostener este tipo de proyectos se relaciona con los salarios. 
Tenemos salarios bajos y no podemos competir con los sueldos que el Estado paga a los técnicos, lo 
que nos dificulta conseguir, por ejemplo, psicólogos y asistentes sociales, como evidentemente una 
institución de este tipo debe tener. 


Todo lo que tiene que ver con las maquinarias, el servicio de alimentación y el continuar con 
una propuesta que vaya a más en el contenido educativo y que no implique ningún costo para estos 
niños -algunos apenas pueden sostener un boleto y en cuanto al resto nosotros tenemos que ver cómo 
hacemos porque ellos no están en condiciones de traer nada- motiva que hoy estemos aquí solicitando 
un apoyo para que nuestra institución pueda paliar esta situación y seguir brindando calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas para hacer, les agradecemos su presencia. La 
Comisión analizará la solicitud y quedamos a las órdenes. 


(Se retira la delegación del proyecto Gurisaes) 


(Ingresan a Sala los representantes de la ONG Los Juncos, 


centro de atención de personas en drogodependencia) 


-La Subcomisión de Audiencias tiene mucho agrado en recibir a los representantes de la 
ONG Los Juncos, centro de atención de personas en drogodependencia, a quienes con gusto cedemos 
el uso de la palabra. 


SEÑOR SARUTTE.- Es muy importante para nosotros asistir a este ámbito, aun cuando no es la 
primera vez que concurrimos al Parlamento. 


Soy el doctor Jesús Eduardo Sarutte, Presidente de la ONG Los Juncos y concurro 
acompañado por la señora Vicepresidenta Alba Aguilar y el señor Representante Nacional Esteban 
Pérez. 


Solicitamos la audiencia para plantearles la situación que estamos viviendo en el Centro Los 
Juncos, que es una organización no gubernamental que se ideó en el año 2008 y que se concretó en el 
2009. Se trata de un centro de atención de personas en drogodependencia en el que se previeron 
cuatro etapas. Hoy alcanzamos las tres primeras, que consisten en la creación de un centro de 
atención ambulatorio diurno y de atención a la familia, y el próximo paso es la conformación de un 
centro de internación en una zona ubicada a diez kilómetros de Mercedes, que nos fue cedida en 
comodato por el INAU. 


Es importante destacar que esta institución nació en la Junta Departamental de Drogas de 
Soriano, es multisectorial e interdisciplinaria y reúne a todas las instituciones del medio. A su vez, 
cuenta con el apoyo de la Junta Nacional de Drogas y con la colaboración de la Intendencia de 
Soriano, del INAU, del Poder Judicial y del Obispado de la zona a cargo de Monseñor Collazzi. Hasta 
este momento estábamos trabajando gracias al apoyo de un fondo de la Conferencia Episcopal Italiana 
que se integra con el pago de un impuesto. A partir de la gestión de Monseñor Collazzi, durante estos 
dos años y medio se pudo volcar ese fondo para que esta institución pudiera funcionar. 


Hemos atendido aproximadamente 588 personas. Este número muestra la importancia del 
tema en nuestro pequeño departamento, que no llega a los cien mil habitantes. Se ha obtenido un buen 
resultado pues se han recuperado entre un 29% y un 30% de las personas, pero sabemos que 
estamos frente a una enfermedad que tiene sus recaídas. 


Es importante destacar que contamos con personería jurídica y estamos en trámite para 
obtener la habilitación del Ministerio de Salud Pública, que se ha retrasado bastante y, por eso, hemos 
pedido ayuda para que se apurara la gestión luego de dos años de iniciado el trámite. Prácticamente el 
señor Ministro ya estaría por firmar dicha habilitación que, como saben los señores Senadores, 
precisamos para hacer los diferentes convenios. 


A su vez, contamos en nuestra institución con el cuerpo técnico mínimo necesario para 
trabajar en el tema; me refiero a la presencia de psiquiatra, psicólogo, asistente social, médico de 
medicina general, administrativos y talleristas. Trabajamos en base a dos modelos, Daytop y CIES - 
americano e italiano, respectivamente- y ahora se está teniendo en cuenta el modelo Minnesota. 
Hemos aprendido mucho y estamos trabajando muy bien. 


Ahora, el gran problema que tenemos es que como nos estamos quedando sin dinero, 
tenemos que celebrar convenios para poder llevar adelante las etapas. Es por eso que pedimos el 
apoyo económico del Estado a través de las comisiones que corresponda, para poder continuar. 
Nuestra intención es que se logren rápidamente convenios con ASSE, con el INAU, con centros de 
asistencia médica colectiva y con todo aquel que nos pudiera ayudar. 


Si el señor Presidente me lo permite, voy a cederle la palabra a la señora Aguilar o al 
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes, que nos 
acompaña, por si quieren hacer algún comentario. 


SEÑORA AGUILAR.- Cuando el doctor dice que nos estamos quedando sin dinero es porque este 
proyecto se presentó a la Conferencia Episcopal y se aprobó, y las partidas se fueron entregando a 
rendición de cuenta, pero en estos dos años y medio hemos trabajado en forma gratuita, porque esas 
588 personas que han pasado por nuestro centro no pagaron un peso debido a que no teníamos las 
habilitaciones correspondientes. Hemos tratado de hacer todo dentro de la ley para que este centro sea 
perfecto y refleje la imagen de la sociedad y de nuestra comunidad. Somos supervisados y 
cuestionados en forma permanente si hacemos algo que a la comunidad no le gusta, pero es 
precisamente por ese motivo que nos estamos quedando sin fondos; el hecho de tener a todos los 
técnicos que nos exige el Ministerio de Salud Pública inscriptos en el Banco de Previsión Social y en la 
DGI nos ocasiona muchos gastos y todo tiene un fin. El 60% de lo que gastamos por mes se va en 
aportes y, además, están los gastos de alimentación y los sueldos de los talleristas, por lo que a veces 
resulta un poco difícil mantener una institución como esta sin recibir ningún tipo de aporte. 


SEÑOR PÉREZ.- Nosotros concurrimos al departamento de Soriano con la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Representantes para tomar contacto con una serie de problemáticas que 
pudiera haber allí. Uno de los aspectos que nos interesó fue tomar contacto con esta organización civil. 
¿Qué tenía de llamativo? El compromiso de la sociedad que asume como suya la problemática de la 
droga. Allí no está solo la Iglesia Católica, sino que también están presentes la Iglesia Protestante, un 
grupo de comerciantes y de profesionales de distinto tipo, así como personas de buena voluntad que 
prestan sus horas libres en apoyo a esta tarea. 


Nunca pensé que Soriano tuviera una problemática tan seria en el consumo de drogas. 
Hablando con el Jefe de Policía, él nos señalaba que la mayoría de los presos de ese departamento 
son jóvenes y de familias clase media; cuando hablé con los jueces me dijeron que terminan 
mandándolos presos porque no tienen más remedio, pero que habría que hacer una fuerte apuesta a la 
rehabilitación. 


Cuando vemos que la sociedad civil no rechaza el problema sino que lo asume y se 
compromete, sentimos que merece un respaldo y por eso, tanto a nivel de la Comisión de Derechos 
Humanos como de parte de Legisladores de todos los partidos, hay consenso para que esto siga 
adelante. Entonces, como estoy en Canelones, me pidieron que acompañara a esta delegación. 


La razón de su visita, obviamente, es de carácter económico porque se podría decir que esta 
Comisión tiene un signo de pesos. El apoyo económico que más frecuentemente se recibe proviene de 
Europa, pero hay dificultades porque allá tienen su propia problemática social y, al mismo tiempo, nos 
están diciendo que nuestro Producto Interno Bruto no es tan bajo como cuando nos tiraban un 
salvavidas, y que ahora necesitan el dinero para ellos. En consecuencia, hay que rascar el bolsillo 
voluntario para darle la leche a los gurises que están en esa etapa ambulatoria, en la que se está 
trabajando muy bien. Incluso, el Ministerio de Salud Pública deriva gente que se atiende en la Casa 
del Obispo; esa es la realidad. Quizá podamos contribuir para cubrir pequeños gastos, buscando por 
aquí y por allá, aunque sea aportando algún dinero que alcance para un café con leche o lo que fuere, 
mientras se van dando otras etapas, sin que ello signifique que la sociedad civil se desprenda de la 
responsabilidad que asumió muy fuertemente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Si no comprendí mal, habría dos caminos a seguir: uno sería viabilizar las 
formalidades para las habilitaciones, lo que permitiría realizar convenios y, otro, sería obtener apoyos 
directos. 


Me gustaría que me confirmaran si comprendí bien. 
SEÑOR SARUTTE.- Es así, señora Senadora. 


SEÑOR SOLARI.- Es de conocimiento de los invitados que la Comisión de Salud Pública del Senado 
está analizando un proyecto de ley relativo a la internación contra la voluntad de personas que tienen 
adicciones muy importantes y se está pensando en recurrir a instituciones como la de ustedes. Por lo 
tanto, desde ya adelanto no solamente la congratulación sino el aliento para que sigan en esta 
iniciativa. 


La pregunta que quiero realizar es muy concreta. Si no entendí mal, el doctor Sarutte se 
refirió a distintas fases y que estaban por iniciar una etapa que comprendería la internación. 
Obviamente, eso conllevaría distintos costos operativos: por un lado, los que se han requerido hasta el 
momento con las fases que ya se tienen y, por otro, los costos operativos proyectados, agregando un 
servicio que a los efectos de la internación compulsiva va a ser esencial. Me gustaría, entonces, tener 
una idea de cuáles son los montos de los que estamos hablando, partiendo de la base de que no todo 
el personal va a poder seguir trabajando como voluntario -en forma gratuita- ya que es muy difícil 
organizar un servicio para una gran cantidad de personas que funcione sobre esa base. 


SEÑORA AGUILAR.- Tenemos cedido en comodato por veinte años, el ex-Hogar Asencio del INAU. 
Hace un año y medio que se viene trabajando -creo que el doctor dejó los planos de lo que será la 
planta física- con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas donde se presentó un proyecto que, 
prácticamente, está avalado desde el año pasado. Asimismo, estamos trabajando con las Intendencias 
Departamentales de Río Negro y de Soriano, porque siempre se pensó en considerarlo como un centro 
regional. 


Se trata de un edificio muy sólido, con muy buena capacidad de atención. Allí funcionó un 
centro de rehabilitación de adolescentes. Está ubicado en un terreno de 5 hectáreas, con lugar 
suficiente para que los chicos desarrollen diversas actividades. La reparación de la estructura edilicia - 
que, por cierto, está bastante mal- se llevaría a cabo con esos recursos que ya están prácticamente 
otorgados. Es decir que el trámite está en curso; la reparación del edificio es cuestión de meses. 


En cuanto al transporte, cabe agregar que desde un principio se pensó en tener una 
camioneta van como medio de locomoción -figura en el proyecto- para llevar a las personas que deben 
ir a trabajar y no tienen cómo hacerlo, y para trasladar a los familiares y a los jóvenes cuando haya 
necesidad de hacerlo. La Intendencia de Soriano se comprometió en proporcionar un chofer 
permanente, pago por ella, y parte del combustible para el funcionamiento de dicha camioneta. 


Con respecto al tema funcionarial, hemos hablado con el sociólogo Calzada, representante 
de la Junta Nacional de Drogas, sobre el costo por persona internada en este Centro y con qué 
entidades se podrían realizar convenios como los que en este momento estamos gestionando con 
INAU, ASSE y el Poder Judicial. Actualmente, tenemos un convenio firmado con la Cooperativa 
Asistencial Médica de Soriano -CAMS, una de las sociedades médicas que tenemos en el 
departamento- y el sociólogo Calzada nos sugirió que sería bueno tener un convenio con la Federación 
Médica del Interior -FEMI- ya que al tratarse de un centro regional se incluiría a todas las 
sociedades médicas del entorno. 


No sé si contesté la interrogante del señor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Si tenemos en cuenta el centro, con su internación prácticamente al cien por ciento 
de capacidad y la atención ambulatoria que ya están brindando, ¿cuál sería el costo total operativo -es 
decir, el costo total de funcionamiento- independientemente de que después una parte sea financiada 
con determinados recursos, y el resto con otros? 


SEÑORA AGUILAR.- Ese tema lo estuvimos conversando con el sociólogo Calzada. La Junta Nacional 
de Drogas prevé para veinte internados -aunque este centro puede albergar a muchos más- $ 320.000 
por mes. Ese es el monto que calcularon desde la Junta Nacional de Drogas, donde tuvieron en cuenta 
un costo aproximado de $ 20.000 a $ 24.000 por persona. 


SEÑOR SARUTTE.- En los tres modelos anteriores de los que hablábamos, más el arrendamiento de 
la casa, estamos gastando $ 120.000 por mes, atendiendo en estos momentos a alrededor de treinta y 
siete personas. Sin embargo, el costo operativo para veinte personas internadas será de 
aproximadamente $ 350.000 por mes, o tal vez un poco más, dependiendo del trabajo y la cantidad de 
técnicos que tengamos que requisar en etapas posteriores. Indudablemente, debemos planificar de 
manera tal de elegir personas adecuadas para un centro de internación que realmente estén 
capacitadas. Por esa razón, mientras se está procesando la reconstrucción de este centro -llevará 
aproximadamente seis meses dejarlo en buenas condiciones, con parques y todo incluido- se tratará 
de preparar a veinte personas que ya trabajaron y aprendieron sobre el tema. Desde el año 2004 se 
está trabajando bastante bien en cuanto al aprendizaje y en preparar gente para trabajar en esos 
lugares, porque es muy importante saber cómo va a estar compuesto el equipo desde el punto de vista 
profesional, de los talleristas y educadores, a los que se apuesta muchísimo. Todo eso tiene un costo 
operativo que gira en el entorno de la cifra antes mencionada. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quería saber si en el departamento de Soriano, o en Mercedes -donde se 
encuentra esta institución- hay organizaciones similares y, además, si la atención que brindan cubre 
empíricamente las necesidades del departamento o queda alguna que requiera más atención, que este 
Centro no esté en condiciones de atender. 


SEÑORA AGUILAR.- En el departamento y en la región no hay ninguna organización que en este 
momento esté atendiendo a estos pacientes. Nosotros recibimos, incluso, gente de Río Negro. Allí solo 
hay un refugio de la Iglesia Evangélica, que les brinda un lugar para estar, y una pequeña cooperativa 
de pan, pero no cuenta con lo que pide Salud Pública para la atención, que nos parece que es muy 
importante. 


En nuestra organización, en los meses que van del año, llevamos catorce chicos internados. 
Cuando llega la persona, el proceso es el siguiente. Normalmente la preocupación parte de la familia, 
porque la persona afectada no quiere internarse, atenderse o participar. Es todo un proceso que va 
desde el momento ambulatorio hasta que el adolescente está desintoxicado y puede entrar al espacio 
diurno. En ese proceso, necesitamos de psicólogos, de asistentes sociales y de terapeutas que sepan 
llegar al adolescente para que se abra y vuelque su necesidad. Por eso para nosotros es muy 
importante la participación de los técnicos. En lo referente a las internaciones, ese camino que 
mencioné antes les da a los pacientes para darse cuenta de que solos no pueden; entonces, ellos 
mismos piden ser internados. El año pasado tuvimos otro tanto de chicos internados. Nosotros 
internamos por intermedio del INAU cuando son menores, y si no, trabajamos con Salud Pública. No lo 
hacemos por nuestra cuenta. Tenemos una red ya formada y trabajamos coordinadamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al perfil de los internados, se hablaba de un número de catorce, 
pero quisiera saber cuántos son menores de edad, cuántos mayores y cuál es la droga por la que 
fundamentalmente han sido internados. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera agregar a la pregunta que formula el señor Presidente, cuál es el origen 
social de estos jóvenes y cuántos cuentan con una familia que podría contribuir a parte del costo del 
tratamiento. 


SEÑORA AGUILAR.- La mayoría son menores de edad y son pocos los que tienen entre 18 y 22 años 
que piden por sí mismos ser internados. Casi todos ingresan por consumo de pasta base y pocos por 
marihuana. Muchos, con todo este tema de la marihuana, han vuelto a recaer un poco en, dijeran ellos, 
fumarse algún porro los fines de semana. En ese sentido tenemos algunos problemas y al menos a 
ellos les exigimos consumo cero; incluso, se hacen análisis sorpresivos durante la semana para saber 
en qué condiciones están. En este momento, de los catorce, son tres mayores internados; el resto son 
menores de edad. 


La condición social es de pobreza y tienen contención familiar. Ahora bien, nosotros exigimos 
una red de contención; si no proviene de la familia directa, puede ser de un vecino o un amigo, sobre 


todo para los fines de semana, que es cuando ellos más sienten la necesidad de apoyo del centro. 
Cuando consumen, son suspendidos y deben volver a entrar por el ambulatorio, pero igual nos visitan 
a cualquier hora para poder tener esa contención de los técnicos, o piden ser atendidos fuera de hora. 


SEÑOR SARUTTE.- En Uruguay, al igual que en Chile y Argentina, se da el policonsumo. En nuestro 
caso, hemos pasado por las tres etapas: el alcohol, las drogas -aquí está incluida la marihuana y la 
pasta base- y los psicofármacos. Indudablemente, la población más atendida es la joven, pero también 
hemos atendido a personas de hasta 33 años, pero que han comenzado el consumo en etapas muy 
tempranas. 


Con respecto a las personas que no cuentan con una contención familiar, debo decir que 
nosotros exigimos -esto nos lo hemos planteado como forma de trabajo en el centro- que deben tener 
un referente. De esa manera nos aseguramos la contención y el trabajo social que se realiza desde el 
centro hacia la familia o el entorno, y a su vez el compromiso de parte del entorno. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión recibe más que interesadamente la propuesta que nos han 
hecho llegar, la cual analizaremos. 


En nombre de todos los miembros de la Comisión me permito felicitarlos por la tarea que 
desarrollan. Les agradecemos mucho que hayan venido hasta Montevideo para explicarnos esta 
situación y les decimos que estamos a las órdenes. Buen padrino tienen en el Diputado Pérez, así que 
tienen donde golpear tranquilos. 


SEÑOR SARUTTE.- También contamos con el apoyo de los Diputados Novales y Arregui. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, estoy en conocimiento de ello y sé que también está incluido el Diputado 
Amy, pero como vinieron acompañados del Diputado Pérez me referí solo a él. 


Agradecemos la presencia de los representantes de Los Juncos ONG, centro de atención de 
personas en drogodependencia. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 
(Es la hora 11 y 3 minutos) 
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